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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 21 de junio de 2018

Proceso: 

Acción de Tutela –Decreta nulidad
Radicación Nro. :
  
660013109006-2018-00043-00
Accionante (s):

NURY VIVIANA CAÑARTE ARCILA
Accionado (s):

Fiscalía 32 Local de Pereira
Magistrado Sustanciador: 
MANUEL YARGAZARAY BANDERA

Temas:


ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / SOLICITUD IMPULSO PROCESO PENAL / NO SE VINCULARON A TERCEROS CON INTERÉS DIRECTO / CAUSAL DE NULIDAD / Le correspondería a la Sala determinar si la Fiscalía accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, o si los argumentos expuestos por el Juez A-quo durante el trámite de la acción y posterior decisión estuvieron ajustados a derecho, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un error procedimental insaneable que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 

Visto lo obrante en el expediente, se tiene que los hechos que dieron origen a la presente acción constitucional tienen relación con un proceso penal adelantado por parte de la Fiscalía 32 Local de esta ciudad, donde funge como demandante la señora NVCA y como denunciada la señora JAL. Ahora, lo que pretende la parte accionante en este asunto, es que por parte del Ente acusador se le dé una especie de impulso procesal a la actuación, procediendo a imputar cargos por el delito de lesiones personales en contra de la señora JAL, pues a criterio suyo se ha venido dilatando por largo tiempo dicho trámite, lo que ha ocasionado un desconocimiento de sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y debido proceso, y además, se ha puesto en riesgo su vida y su integridad física, por cuanto han persistido una serie agresiones y amenazas por parte de esta última en su contra. 

De lo anterior, se desprende sin lugar a dudas que la señora JAL tendría un interés directo en los resultados de la presente acción, en tratándose de la persona sobre la cual recaerían de forma directa los efectos de una tutela en favor de la invocante, de llegarse a conceder el amparo en esta instancia judicial; sin embargo, no fue vinculada al presente asunto para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción respecto de los hechos planteados en el libelo petitorio, con lo cual se ha incurrido por parte del cognoscente en un evidente error procedimental en el momento de conformar el contradictorio. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN DE ASUNTOS PENALES 

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, jueves veintiuno (21) de junio dos mil dieciocho (2018)

Hora: 4:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 521 
	Radicación:
	660013109006-2018-00043-00

	Accionante:
	Nury Viviana Cañarte Arcila

	Accionado:
	Fiscalía 32 Local de Pereira 

	Procedencia: 
	Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira 

	Decisión: 
	Decreta nulidad 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la abogada Paula Andrea Cortés Zuleta, quien actúa en calidad de apoderada judicial de la señora NURY VIVIANA CAÑARTE ARCILA, contra el fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad el 11 de mayo de 2018, mediante el cual declaró improcedente la acción de tutela promovida en contra de la FISCALÍA 32 LOCAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:
La señora Nury Viviana Cañarte Arcila, actuando por intermedio de apoderado judicial interpuso acción de tutela en contra de la Fiscalía 32 Local de Pereira y la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia, igualdad y debido proceso. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud fueron sintetizados por el Despacho de conocimiento así: 

“El apoderado judicial de la señora NURY VIVIANA CAÑARTE expresa que su poderdante fue agredida por la señora Jaqueline Arcila Ladino el día 20 de mayo de 2016 con arma corto punzante causando lesiones que le generaron una incapacidad de 40 días, correspondiendo conocer de la denuncia a la fiscalía 32 delegada ante los juzgados penales Municipales de Pereira, quien no ha realizado ninguna gestión, a pesar de que la policía condujo a la agresora ante dicha entidad, desde ese entonces no se adelantado con éxito diligencia que evidencie el esfuerzo del ente investigador de realizar la imputación ante el juez.

Agrega que ante las constantes agresiones, su poderdante ha acudido a la defensoría de pueblo, quien intervino en el asunto solicitando a la fiscalía celeridad y garantía del derecho fundamental a la justicia, en igual sentido lo realizó la personería de Pereira. Desde el año anterior ha solicitado a la fiscalía que impute cargos a la señora Jakeline Arcila, sin que a la fecha haya sido posible materializar dicha petición, continuando la persecución y amenazas contra la accionante.
Aduce que la fiscalía ha fijado cuatro fechas para audiencias de imputación y la indiciada no asiste, por lo que el próximo 20 de mayo del año en curso; el proceso cumple tres (3) años sin que se haya podido realizar la audiencia de imputación o su equivalente de acuerdo al procedimiento penal especial abreviado, a la fecha no ha expedido boleta de citación para el traslado de acusación , lo que quiere decir que para el próximo 21 de mayo lo que parecía más a una tentativa de homicidio terminó en unas lesiones personales dolosas, quedaría totalmente impune. Sumado a lo dicho se han Presentado nuevas agresiones con arma blanca, los cuales fueron puestos en conocimiento de la fiscalía, sin que su representada haya obtenido respuesta para la protección de su vida e integridad personal.”
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó la parte accionante que se ordene a la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira que adelante la gestión que corresponda a fin de garantizar la investigación apropiada, así como la imputación jurídica que corresponda a los hechos en contra de la señora Jacqueline Arcila Ladino. Así mismo, se le ordene a la Fiscalía 32 Local de Pereira que se pronuncie sobre la presente acción y garantice la judicialización efectiva de la agresora para que así se pueda obtener el fallo que en derecho corresponda.    
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 4 de mayo de 2018, y ordenó la notificación y traslado a la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, así como a la Fiscalía 32 Local.
Más adelante, tras efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 11 de mayo de 2018, declarar improcedente la acción de tutela, argumentando que el juez de tutela está imposibilitado para inmiscuirse en la órbita de acción de los Fiscales en el curso de los procesos puestos bajo su conocimiento, atendiendo los principios de independencia y autonomía judicial de la cual goza también el ente acusador.    
IMPUGNACIÓN:
El día 17 de mayo de 2018 la abogada Paula Andrea Cortés Zuleta, fungiendo como apoderada judicial de la señora Nury Viviana  Cañarte Arcila, presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia. Disiente del argumento de negar la acción constitucional de tutela por el A quo, pues en su criterio, si bien es cierto que la Fiscalía tiene autonomía en sus decisiones, no puede desconocerse que existe una afectación al debido proceso y acceso a la administración de justicia como derechos fundamentales que le asisten a su representada.

Manifiesta la apoderada judicial de la actora que ha existido una falta de diligencia por parte del ente acusador al momento de garantizar la comparecencia de la indiciada a la audiencia de imputación y que como consecuencia de lo anterior podría caducar la acción, lo cual conllevaría a un perjuicio irremediable para la señora Nury Viviana Cañarte Arcila si llegara el término de prescripción.

Otra de las razones de discrepancia con los argumentos del fallador, radican en que a su parecer existió un error de interpretación jurisprudencial, en el entendido de que su pretensión no está encaminada a que se sustituya el proceso penal, sino a que se le dé celeridad al mismo como una garantía del acceso a la administración de justicia.  

Aunado a lo anterior, considera que se incurrió en un defecto sustantivo, toda vez que para la recurrente se presenta a todas luces una “acción u omisión de las autoridades públicas”, siendo en el caso en particular lo hasta aquí lo omitido por la Fiscalía 32, por lo que no basta con negar por improcedente la acción bajo los argumentos recogidos por el Juez de instancia, especialmente porque el ente acusador si es un sujeto tutelable. 
Así mismo, piensa la letrada que existe una ausencia de interpretación normativa, dado que la Fiscalía ha incurrido en omisiones al no garantizar la comparecencia de la indiciada o asignarle un defensor para que tenga en el asunto penal una defensa técnica, desconociendo lo reglado en el estatuto procedimental penal en su artículo 291 que se refiere a la contumacia. 

En consecuencia y ante las omisiones realizadas por la Fiscalía solicita que el fallo de primera instancia sea revocado y en su lugar, se conceda el amparo constitucional solicitado.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería a la Sala determinar si la Fiscalía accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, o si los argumentos expuestos por el Juez A-quo durante el trámite de la acción y posterior decisión estuvieron ajustados a derecho, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un error procedimental insaneable que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 
Visto lo obrante en el expediente, se tiene que los hechos que dieron origen a la presente acción constitucional tienen relación con un proceso penal adelantado por parte de la Fiscalía 32 Local de esta ciudad, donde funge como demandante la señora Nury Viviana Cañarte Arcila y como denunciada la señora Jacqueline Arcila Ladino. Ahora, lo que pretende la parte accionante en este asunto, es que por parte del Ente acusador se le dé una especie de impulso procesal a la actuación, procediendo a imputar cargos por el delito de lesiones personales en contra de la señora Arcila Ladino, pues a criterio suyo se ha venido dilatando por largo tiempo dicho trámite, lo que ha ocasionado un desconocimiento de sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y debido proceso, y además, se ha puesto en riesgo su vida y su integridad física, por cuanto han persistido una serie agresiones y amenazas por parte de esta última en su contra. 
De lo anterior, se desprende sin lugar a dudas que la señora Jacqueline Arcila Ladino tendría un interés directo en los resultados de la presente acción, en tratándose de la persona sobre la cual recaerían de forma directa los efectos de una tutela en favor de la invocante, de llegarse a conceder el amparo en esta instancia judicial; sin embargo, no fue vinculada al presente asunto para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción respecto de los hechos planteados en el libelo petitorio, con lo cual se ha incurrido por parte del cognoscente en un evidente error procedimental en el momento de conformar el contradictorio. Y no sólo esto, sino que tratándose de una tutela dirigida a cuestionar las actuaciones desplegadas al interior de un proceso penal, es claro que lo correcto habría sido vincular al asunto a todos los demás intervinientes en esa actuación, por ser terceros con interés legítimo dentro de la misma, dado que las decisiones tomadas en este escenario podrían llegar a estar relacionadas con sus labores. 
Sumado a lo anterior, debe decirse que de acuerdo a las manifestaciones realizadas por el accionante en su escrito introductorio, cuestionó que además de la mora endilgada a la Fiscalía accionada, no se han adelantado por parte de aquella las medidas de protección para garantizar su integridad física y personal en el devenir de la actuación; no obstante, respecto de este asunto es importante recalcar que el mencionado Despacho puso en conocimiento del Juez de instancia, mediante el memorial con el cual dio contestación a la acción, que tal responsabilidad es atribuible directamente al Comandante de la Estación de Policía – CAI de Boston (Inspección Once Municipal de Policía), dado que desde el momento de la interposición de la denuncia, le ha venido oficiando al mismo para “proveer de protección policiva y evitar afecciones futuras” en la vida de la accionante, razón por la cual es imprescindible correrle traslado de la solicitud de amparo constitucional para que informe qué acciones ha desplegado esa Institución tendientes a la protección de la señora Cañarte Arcila.     
En vista de lo dicho, no tendría esta Corporación las herramientas para proferir una decisión proteccionista de los derechos fundamentales de la accionante, cuando se encuentra pendiente la participación de otros terceros con interés legítimo, con lo cual no sólo se garantizaría el respeto al debido proceso, sino que ampliaría el panorama para tomar decisiones ajustadas al derecho. 
En ese orden de ideas, debe decirse que el numeral 8º del Artículo 133 del Código General del Proceso, aplicable por remisión normativa que hace el artículo 2.2.3.1.1.3  del Decreto 1069 de 2015, señala que una de las causales de nulidad del proceso es: “Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.”

Así mismo, ha dicho la Corte Constitucional al respecto que: 

“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.

 

En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 

4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.

 

5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.

 

6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 11 de mayo del año avante, con el fin de que allí se rehagan las actuaciones, de conformidad con los parámetros hasta ahora decantados.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,
RESUELVE: 
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD del fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira el 11 de mayo del año avante, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de la presente decisión. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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